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LEY 
 

Para enmendar el Artículo 11 y añadir un inciso (h) al Artículo 12 de la Ley Núm. 2 de 27 de 

septiembre de 1995, según enmendada, conocida como “Ley de la Oficina del Procurador de 

las Personas con Impedimentos”, a los fines de facultar al Procurador para conceder 

indemnización por concepto de daños y perjuicios. 

 

EXPOSICION DE MOTIVOS 

La Oficina del Procurador de las Personas con Impedimentos (OPPI) tiene como función 

principal proveer servicios que satisfagan las necesidades de información a la población con 

impedimentos y hacer accesibles los recursos humanos para que éstos puedan realizar su vida de 

la forma más eficiente posible. El gobierno de Puerto Rico ha delegado en esta oficina la 

responsabilidad de velar por las eventualidades que sufren a diario las personas con 

impedimentos.  

Nuestro ordenamiento jurídico mediante la Ley Núm. 2 de 27 de septiembre de 1985 le 

otorga la facultad a OPPI para atender cualquier controversia discriminatoria en contra de las 

personas con impedimento. A la vez, garantizan la igualdad de oportunidad de empleo, acceso a 

servicios públicos y fomentan la participación plena, la vida independiente y la autosuficiencia 

económica de las personas con impedimentos. Por lo cual, esta oficina es el foro adecuado en 

Puerto Rico con el conocimiento especializado necesario para atender cualquier reclamación 

relacionada a esta población en particular. 

El Procurador de las Personas con Impedimentos, por virtud de ley, en el ejercicio de sus 

facultades investigativas, procedimientos, prerrogativas y deberes puede investigar querellas, 



2 

realizar pesquisas, obtener la información que estime pertinente, celebrar vistas administrativas y 

reuniones de mediación, tomar juramentos y declaraciones juradas, inspeccionar expedientes e 

instalaciones, ordenar la comparencia de testigos, imponer multas administrativas, adjudicar 

peticiones y querellas, entre otros. Sin embargo, actualmente OPPI no tiene autoridad para 

conceder indemnización por daños y perjuicios.  

La Asamblea Legislativa entiende que al concederle esta autoridad a la Oficina del 

Procurador para Personas con Impedimentos se le da un mayor servicio y acceso a las personas 

que acuden a este foro para reclamar compensación por los daños y perjuicios que hayan sufrido. 

Esta legislación busca darle facultad al Procurador para que pueda ofrecer a estas personas un 

remedio fácil, efectivo y sencillo, sin tener que recurrir a los tribunales, enfrentándose así a 

procesos largos y costosos que muchas veces por el trámite se ven coartados a continuar.  

Como parte del esfuerzo para terminar con la discriminación y la segregación en el empleo, 

educación y en nuestra sociedad en general, es importante darle las herramientas necesarias a 

esta oficina para que puedan llevar a cabo sus funciones a cabalidad. 

 

DECRETASE  POR LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE PUERTO RICO: 

Artículo 1.-Se enmienda el Artículo 11 de la Ley Núm. 2 de 27 de septiembre de 1995, según 1 

enmendada, para que lea como sigue:  2 

“Artículo 11.-Facultad de Investigativa y Decisional del Procurador.- 3 

El Procurador podrá ejercer todos los poderes, prerrogativas y funciones necesarios y 4 

convenientes para asegurar el cumplimiento de la legislación y reglamentación que 5 

provee asistencia y protección a los derechos humanos y legales de las personas con 6 

impedimentos. A tales propósitos el Procurador podrá atender, investigar, procesar y 7 

adjudicar peticiones y querellas presentadas por las personas con impedimentos, sus 8 

padres o tutores, en contra de entidades privadas y agencias e instrumentalidades del 9 

Gobierno de Puerto Rico, incluyendo sus municipios.   10 
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Asimismo, el Procurador pondrá en vigor las disposiciones de la Ley Núm. 44 de 2 de 1 

julio de 1985, que prohíbe el discrimen hacia las personas con impedimentos en las 2 

agencias públicas y entidades privadas. En el desempeño de esta encomienda, podrá 3 

atender, investigar, procesar, y adjudicar peticiones y querellas, conforme se establece en 4 

el Artículo 12 de esta Ley, en aquellos casos en que cualquier agencia pública o entidad 5 

privada discrimine hacia una persona con impedimentos. Además de cualquier otro 6 

remedio que corresponda, el Procurador tendrá autoridad para conceder indemnización 7 

por los daños y perjuicios causados por la parte querellada que se prueben en el 8 

procedimiento.”  9 

Artículo 2.-Se añade un inciso (h) al Artículo 12 de la Ley Núm. 2 de 27 de septiembre de 10 

1995, según enmendada, para que lea como sigue: 11 

“Artículo 12.-Facultades de Investigación y Procedimientos.- 12 

En el ejercicio de las facultades, prerrogativas y deberes que se le confieren en el 13 

Artículo 11 de esta ley, el Procurador podrá: 14 

(a) . . . 15 

(b) . . . 16 

(c) . . . 17 

(d) . . .  18 

(e) . . . 19 

(f) . . . 20 

(g) . . . 21 

(h) Determinación de Daños y Perjuicios 22 
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1. Cuando el Procurador, luego de celebrada la audiencia, determinare que 1 

una entidad pública o privada ha cometido un acto, ha omitido de realizar 2 

una acción, o ha puesto en vigor una práctica, que violenta los derechos 3 

humanos y legales de una persona con impedimentos o que han incumplido 4 

injustificadamente con la legislación y reglamentación que provee asistencia 5 

y protección a esta población, podrá ordenar a la entidad pública o privada 6 

concernida que pague al perjudicado, dentro del tiempo razonable que se 7 

especifique, el importe de los daños y perjuicios sufridos como resultado del 8 

acto, omisión o práctica injusta, irrazonable e ilegal. La orden que a ese 9 

efecto se expida contendrá conclusiones de hechos y la cuantía que ha de 10 

pagarse. 11 

2. Si la entidad pública o privada no cumpliere la antedicha orden para el pago 12 

de dinero dentro del tiempo que se fijare, la persona a cuyo favor se ordena 13 

se haga dicho pago, podrá radicar una acción judicial por su importe, y la 14 

misma se tramitará, cualquiera que fuere su cuantía, de acuerdo con la 15 

Regla 60 de Procedimiento Civil vigente. La orden dictada por el Procurador 16 

constituirá prueba prima facie de los hechos expuestos en ella y de que la 17 

cantidad adjudicada se debe justamente al demandante en dicho pleito.” 18 

Artículo 3.-Esta Ley comenzará a regir inmediatamente después de su aprobación. 19 


